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ASUNTO: Resolución de Reclamación presentada al amparo del artículo 24 de la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno 

En respuesta a la Reclamación presentada por , con 
entrada el 26 de octubre de 2016, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, 
considerando los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos que se especifican a 
continuación, adopta la siguiente RESOLUCIÓN: 

 
I. ANTECEDENTES 

 
 

1. Según se desprende de la documentación obrante en el expediente,  
 solicitó al MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA, en escrito de 

fecha 9 de octubre de 2015, en base a la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
Transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno (en adelante, 
LTAIBG), información sobre “los pasos dados y programados para aprobar el II 
Plan de Derechos Humanos (incluso cronograma de elaboración y formas 
previstas para la participación pública en ese proceso y en su implementación), 
conforme recomendaciones apoyadas por el Estado español en el marco del 
Examen Periódico Universal (131.14, de Indonesia, y 131.15, de Grecia; doc. ONU 
A/HRC/29/8/Add.1) y compromiso expresamente asumido en la ocasión (“la 
delegación señaló que el Gobierno tenía previsto aprobar, después de celebrar 
consultas, un nuevo plan nacional de derechos humanos que abarcaría un período 
más largo y constituiría una política de Estado” (pár. 11 del doc. ONU 
A/HRC/29/8)”.  
 

2. Con fecha 20 de noviembre 2015, MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA dictó 
Resolución por la que procedió a conceder el acceso a la información solicitada, en 
los siguientes términos:  
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a. Con fecha 26 de octubre de 2015 se recibió la solicitud en la Dirección 
General de Relaciones con las Cortes, fecha a partir de la cual empieza a 
contar el plazo de un mes previsto en el artículo 20.1 de la Ley 19/2013, 
de 9 de diciembre, para su Resolución.  

b. Una vez analizada la solicitud, se resuelve conceder el acceso a la 
información a que se refiere la solicitud deducida por  

 cuyo contenido se traslada a continuación: 
• El Gobierno de España, en primer lugar, acometió la evaluación 

del I Plan de Derechos Humanos, que fue remitido a las Cortes 
Generales el 28 de diciembre de 2012. A partir de ese momento 
se realizaron una serie de consultas con el objetivo de poner en 
marcha el procedimiento de aprobación del II Plan de Derechos 
Humanos. Paralelamente, se solicitó a los diferentes 
departamentos ministeriales la designación de una “antena” o 
persona de contacto que sirviera de referencia en los futuros 
pasos a desarrollar. En septiembre de 2014, se envió un 
documento preliminar a los departamentos ministeriales que una 
vez fuera completado y contrastado pudiera servir de orientación o 
apoyo para la realización del diagnóstico previo al inicio del 
procedimiento de redacción definitivo del II Plan de Derechos 
Humanos. 

• Al alcanzarse el final de la legislatura se tomó la decisión de 
abordar la aprobación del II Plan de Derechos Humanos de 
España en la próxima legislatura de acuerdo con los 
procedimientos de elaboración de Naciones Unidas. La 
programación de su elaboración y las fórmulas de participación se 
establecerán una vez iniciada la nueva legislatura. 

 
3.  entendiendo que la contestación no daba 

cumplida respuesta a su solicitud, presentó Reclamación el 22 de diciembre de 
2015, que fue registrada en este Consejo de Transparencia el 29 de diciembre de 
2015, en la que manifestaba lo siguiente: 

 
a. Primeramente, cabe registrar una cuestión formal. Hay una discrepancia 

en cuanto a la fecha de recepción de la solicitud en la Dirección General 
de Relación con las Cortes. El “documento de comienzo de tramitación” 
indica que el 20 de noviembre se ha procedido a tramitar la solicitud por 
la DG de RRCC del Ministerio de la Presidencia, fecha en que comenzó 
el cómputo de los plazos legales. Por otro lado, la Resolución trae la 
fecha de 20 de noviembre. Esa discrepancia genera una indeseable 
situación de inseguridad jurídica – la propia Administración indica 
distintas fechas para el inicio del plazo legal, en violación al art. 20.1 de 
la Ley 19/2013. 

b. La Administración concede el acceso a la información, pero la respuesta 
ofrecida, por incompleta, no atiende a lo solicitado.  En relación a los 
pasos dados, la resolución no indica fechas, sitios ni interlocutores con 
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resolver, la propia Resolución de concesión de la información informa 
de la fecha en que se presentó la solicitud (9 de octubre de 2015) y de 
la fecha en la que tuvo entrada en el órgano competente para resolver 
(26 de octubre de 2015). Por motivos técnicos, que se están 
comprobando para proceder a su subsanación, se ha generado 
automáticamente una comunicación en la que se informa del inicio de la 
tramitación con la entrada en el órgano competente para resolver el 20 
de noviembre de 2015. Pero en cualquier caso, en la Resolución del 
órgano competente se comunican al interesado las fechas exactas de 
entrada en el órgano competente que da inicio a la tramitación y es la 
fecha de la Resolución de concesión la que en este caso concreto inicia 
el cómputo del plazo para presentar la reclamación ante el CTBG, que 
como se ha dicho anteriormente se ha realizado fuera de plazo. 

 
5. El 10 de febrero de 2016, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno dictó 

Resolución por la que acordaba INADMITIR por extemporánea la Reclamación 
presentada, el 22 de diciembre de 2015, por  
contra la Resolución, de fecha 20 de noviembre de 2015, del MINISTERIO DE LA 
PRESIDENCIA. 

 
6. El 18 de agosto de 2016,  solicitó nuevamente 

al MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA, con referencia a la información pública a la 
que se accedió por medio de la resolución de 20 de noviembre de 2015, en el 
marco de la solicitud 001-3269 y ante el compromiso de la Administración de 
“abordar la aprobación del II Plan de Derechos Humanos de España en la próxima 
legislatura de acuerdo con los procedimientos de elaboración de Naciones 
Unidas” , la siguiente información: 

 
• Acceso a los pasos dados, desde la fecha de la resolución, para aprobar el 

II Plan de Derechos Humanos 
• Ante el compromiso de la Administración de que la programación de su 

elaboración y las fórmulas de participación se establecerán una vez 
iniciada la nueva legislatura, se solicita acceso a los pasos programados 
para aprobar el II Plan de Derechos Humanos (en especial, la citada 
programación de elaboración y fórmulas de participación). 

 
7. El 13 de octubre de 2016, el MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA contestó a  

 indicándole lo siguiente: 
 

• Como se le comunicó en la anterior solicitud de acceso, remitida en 
noviembre de 2015, y por lo tanto habiendo ya sido disueltas las Cámaras 
de la X Legislatura y pendiente de celebrarse las elecciones generales de 
20 de diciembre, que “al alcanzarse el final de la legislatura se tomó la 
decisión de abordar la aprobación del II Plan de Derechos Humanos de 
España en la siguiente legislatura”. 
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toda persona tiene derecho a promover los derechos humanos y a obtener 
información sobre los medios por los que tales derechos son realizados 
(arts. 1 y 6a); la Observación  General nº 34 del Comité de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas recuerda que la transparencia es 
esencial para la promoción de los derechos humanos y que los Estados 
deberían incorporar activamente al dominio público la información de 
interés público (párrafos 3 e 19). Ese conjunto de normas explicita la 
obligación estatal de difundir la información  necesaria al control de las 
actividades de realización de los derechos humanos.  

• Por consecuencia, caso no exista, dicha información pública debe ser 
producida. Ante ese conjunto normativo con inmenso potencial realizador 
de derechos, el reclamante requiere que sea reconocido su derecho de 
acceso y que la información pública solicitada sea debidamente difundida. 

 
9. El 14 de noviembre de 2016, este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno 

procedió a remitir la documentación obrante en el expediente al MINISTERIO DE 
LA PRESIDENCIA a los efectos de que se remitieran las alegaciones que se 
considerasen oportunas. Dichas alegaciones tienen entrada el 5 de diciembre de 
2016 y en ellas se exponen las siguientes conclusiones:  

 
• La resolución facilita al solicitante toda la información relativa a las 

circunstancias que desde la anterior resolución de 20 de noviembre de 
2015, impiden al Gobierno (que en ese momento estaba en funciones), 
abordar la aprobación del II Plan de Derechos Humanos de España. Con la 
resolución se facilita una respuesta a la información solicitada que 
básicamente demanda: 1) los pasos dados (que por los motivos explicados 
en la resolución no se han podido llevar a cabo) y 2) se realiza desde el 
momento temporal que lo solicitó: la anterior resolución de 20 de 
noviembre de 2015 hasta la actualidad. Por lo tanto, se da cumplida 
respuesta a la solicitud de acceso presentada. 

• Adicionalmente, el reclamante realiza una serie de reclamaciones que 
aunque no tienen relación con el objeto concreto de la solicitud de acceso 
a la información y representarían una ampliación de la misma por la vía de 
la reclamación, merecen ser comentadas:  

1) En primer lugar, evidentemente existe un compromiso de España con 
los Derechos Humanos que está plasmado en nuestra Constitución (art. 
10) y que ha impregnado la totalidad de nuestras leyes así como los 
tratados internacionales que España ha suscrito desde la recuperación de 
la democracia. Es un compromiso que no entiende de Gobiernos, ni de 
colores políticos y que se cumple también cada día a través de los 
diferentes planes sectoriales existentes que tienen incidencia sobre los 
derechos humanos con los que España cumple con sus compromisos de 
promoción y difusión de los DD.HH. Pero en el caso concreto que nos 
afecta, de acuerdo con el artículo 21.3 de la Ley 50/1997, de 27 de 
noviembre, del Gobierno, el Gobierno en funciones debe limitar su gestión 
al despacho ordinario de asuntos públicos. Estas competencias de 
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“despacho ordinario de asuntos” han sido definidas por la jurisprudencia 
del Tribunal Supremo como “aquellos cuya resolución no implique el 
establecimiento de nuevas orientaciones políticas ni signifique 
condicionamiento, compromiso o impedimento para las que deba fijar el 
nuevo Gobierno” (STS 2 diciembre 2005). Un plan de DD.HH. es un 
documento con un marcado carácter de orientación de las políticas 
públicas, con un horizonte temporal que abarca varios años y que va 
mucho más allá de la gestión ordinaria que puede llevar a cabo el 
Gobierno en funciones. Parece claro que la definición de unos objetivos y 
medidas que deberían llevarse a cabo en los próximos años condicionarían 
y comprometerían las medidas que desease establecer el futuro Gobierno 
que obtuviera la confianza del Congreso de los Diputados. 

2) En segundo lugar, respecto a las obligaciones de publicidad activa, si 
bien es cierto que deben publicarse en el portal de la transparencia los 
planes y programas anuales y plurianuales, esta obligación nacería a partir 
del momento de su aprobación. En el momento de la solicitud como en el 
de la reclamación el Plan está pendiente de elaboración. Respecto a la 
publicidad de los planes normativos, hay que recordar que el Plan de 
Derechos Humanos no es una norma legal ni reglamentaria, sino que tal y 
como se hizo en el caso del I Plan, este se aprobó mediante un acuerdo 
del Consejo de Ministros, por lo que en ningún caso debería incluirse en el 
Plan Normativo anual que incluye las iniciativas legislativas y 
reglamentarias. Del mismo modo, el artículo 26 de la Ley 50/1997, de 27 
de noviembre, del Gobierno hace la referencia al procedimiento de 
elaboración de normas con rango de ley o reglamentarias por lo que 
tampoco sería de aplicación al Plan de DD.HH. 

3) Finalmente, el reclamante afirma que se ha limitado su derecho de 
acceso por silencio indirecto de la Administración y que no hubo acceso a 
la información pública solicitada, incumpliéndose los artículos 6, 14, 16, 18, 
y 20. Sin poder determinar a qué se refiere el reclamante con la expresión 
silencio indirecto, el incumplimiento de los artículos citados no es cierto por 
que se ha puesto a disposición del solicitante toda la información que se le 
podía facilitar sobre el proceso de elaboración del II Plan de Derechos 
Humanos conforme a los artículos 6, 14, 16, 18 y 20 de la Ley 19/2013. 

 
II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
 
 
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la LTAIBG, en relación con el 

artículo 8 del Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre, por el que se aprueba el 
Estatuto del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, la Presidenta de este 
Organismo es competente para resolver las reclamaciones que, con carácter 
previo a un eventual y potestativo Recurso Contencioso-Administrativo, se 
presenten en el marco de un procedimiento de acceso a la información. 
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2. La LTAIBG reconoce en su artículo 12 el derecho de todas las personas a acceder 

a la información pública, entendida, según el artículo 13 de la misma norma, como 
“los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que 
obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de 
este título y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus 
funciones”.  
 
Es decir, la LTAIBG reconoce y regula el derecho a acceder a información pública 
que esté en posesión del Organismo al que se dirige la solicitud bien porque él 
mismo la ha elaborado o porque la ha obtenido en el ejercicio de las funciones 
que tiene encomendadas.  

 
3. En primer lugar, debe analizarse el aspecto formal invocado por el Reclamante, 

relativo a la previsión del art. 20.1 de la Ley 19/2013 de que el plazo para 
contestar la solicitud se cuenta “desde la recepción de la solicitud por el órgano 
competente para resolver”, en lugar de contarse desde la recepción de la solicitud 
por el sistema. 

 
En este punto, este Consejo de Transparencia quiere aclarar que, con carácter 
general, el plazo para contestar una solicitud de acceso a la información es de un 
mes, ampliable por otro más, en caso de solicitud compleja o voluminosa y previa 
notificación al solicitante, ex artículo 20.1 de la LTAIBG. Dicho plazo de un mes se 
contabiliza desde la recepción de la solicitud por el órgano competente para 
resolver según se prevé en las normas aplicables al procedimiento administrativo.  

 
En el presente caso, la solicitud de acceso a la información se presentó por el 
solicitante a través del procedimiento electrónico incluido en el Portal de la 
Transparencia gestionado por el Ministerio de la Presidencia. Sin embargo, dicho 
Departamento no es el órgano encargado de resolver, sino el encargado de 
tramitar las solicitudes de acceso a la información que se le presenten a través del 
citado Portal y ello es así porque no dispone de la información que se le solicita, 
siendo un mero intermediario entre el solicitante y cada uno de los órganos 
administrativos que detentan la información. 
 
El órgano encargado de resolver, en el presente caso, por tener presumiblemente 
en su poder la información solicitada, es la Dirección General de Relaciones con 
las Cortes del mismo Ministerio de la Presidencia, que recibió dicha solicitud de 
acceso el día 16 de septiembre de 2016, y dictó resolución de fecha 13 de 
octubre, dentro, por lo tanto, del plazo legalmente previsto para resolver una 
solicitud de información.  
  
No obstante lo anterior, debe recordarse que la solicitud de información fue 
presentada el 18 de agosto de 2016 por lo que, de las fechas indicadas, se 
constata que la misma no fue dirigida al órgano competente para atenderla sino 
hasta casi un mes después de su presentación. Como este Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno ha indicado reiteradamente, esa dilación excesiva 
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